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162.278 sin empleo Jueves 27 de abril, 2000
Discapacidad restringe el trabajo

• Empresas deben crear planes de incorporación

Vanessa Loaiza Naranjo
Falta de sensibilidad entre los empresarios, instalaciones físicas inadecuadas para el traslado de personas con limitaciones motoras y bajos niveles educativos son algunas de las razones por las que más del 63 por ciento de la población con discapacidades del país no tiene dónde trabajar.

Cálculos del Ministerio de Trabajo revelan que en Costa Rica hay cerca de 254.810 personas con discapacidad en edad de trabajar, lo que representa el 9 por ciento del total de la población. De ese medio millón con dificultades, solo 92.532 tienen empleo.

El desempleo en este grupo es del 63,7 por ciento (162.278 personas), cifra elevada si se compara con la tasa de desempleo abierto del país que ronda el 5,4 por ciento.

Del total de habitantes con limitaciones físicas, sensoriales o mentales, únicamente el 13,8 por ciento tiene algún grado aprobado de secundaria, lo que constituye una traba para competir por un trabajo.

Además, todas estas condiciones se agravan en las provincias de la periferia donde la población con alguna limitación es superior al promedio nacional.

En Guanacaste, por ejemplo, el 13 por ciento de los habitantes de la Región Chorotega poseen alguna discapacidad, 4 puntos porcentuales por encima de la media costarricense.

Según el asesor en materia de discapacidad del Ministerio de Trabajo, Luis Fernando Astorga, el caso guanacasteco es muy particular pues en algunas comunidades de esa provincia se presentan más padecimientos congénitos de sordera o ceguera que en el resto del país.

La alianza de todos estos factores ha promovido comportamientos de rechazo, subestima, discriminación y hasta sobreprotección que a la postre dificultan la incorporación de las personas con discapacidad al sistema laboral, comentó Luis Fernando Astorga.

A tallar empresas

De ahí, que la Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad (Ley 7.600), obligó a las instituciones públicas y a las entidades privadas de servicio público a elaborar políticas institucionales en materia de discapacidad.

El plazo para entregar todos estos proyectos se venció el 20 de abril pasado, como lo establece el transitorio cuarto de la ley.

Sin embargo, y como lo dijo Astorga, hasta el momento solo se conoce la propuesta del Ministerio de Trabajo.

"Creo que muy pocas instituciones y empresas van a dar a conocer sus programas, pero eso es producto de la falta de conciencia de parte de los jerarcas, quienes aún no han valorado la verdadera dimensión del problema", afirmó.

Muy pocos, como Édgar Montoya, han logrado superar los estereotipos y salir adelante aún sin políticas institucionales que lo respalden. Este hombre, lesionado de por vida durante la Guerra de Vietnam, logró a base de esfuerzo montar su propia empresa y coordinar una asociación que defienda los derechos de las personas con discapacidad. (Vea nota adjunta.)
No obstante, y como uno de los primeros pasos para equiparar las oportunidades entre una persona con discapacidad y otra sin impedimentos físicos, el Ministerio de Trabajo lanzó ayer los programas de promoción de empleo competitivo y de autoempleo.

El ministro de Trabajo, Víctor Morales, explicó que la primera de estas iniciativas busca sensibilizar a los empleadores por medio de foros empresariales. Además, se otorgarán becas para la formación técnica de esta población.

El segundo de los proyectos buscará la formación de microempresas o cooperativas que produzcan bienes o servicios en manos de las personas con discapacidad.

Para ello se creará un fondo en coordinación con el Programa Nacional de Apoyo a la Micro y Pequeña Empresa, las entidades bancarias del Estado y la Junta de Protección Social de San José.
Historias de esfuerzo


